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	Norma demandada
	Ley 1564 de 2012. Artículo 228. Inciso primero (parcial): Contradicción del dictamen pericial

“La parte contra la cual se aduzca un dictamen pericial podrá solicitar la comparecencia del perito a la audiencia, aportar otro o realizar ambas actuaciones. Estas deberán realizarse dentro del término de traslado del escrito con el cual haya sido aportado o, en su defecto, dentro de los tres (3) días siguientes a la notificación de la providencia que lo ponga en conocimiento. En virtud de la anterior solicitud, o si el juez lo considera necesario, citará al perito a la respectiva audiencia, en la cual el juez y las partes podrán interrogarlo bajo juramento acerca de su idoneidad e imparcialidad y sobre el contenido del dictamen. La contraparte de quien haya aportado el dictamen podrá formular preguntas asertivas e insinuantes. Las partes tendrán derecho, si lo consideran necesario, a interrogar nuevamente al perito, en el orden establecido para el testimonio. Si el perito citado no asiste a la audiencia, el dictamen no tendrá valor (…)”. (Se subraya el texto demandado)

Artículo 234. Inciso primero (parcial): Peritaciones de entidades y dependencias oficiales

“Los jueces podrán solicitar, de oficio o a petición de parte los servicios de entidades y dependencias oficiales para peritaciones que versen sobre materias propias de la actividad de aquellas. Con tal fin las decretará y ordenará librar el oficio respectivo para que el director de las mismas designe el funcionario o los funcionarios que deben rendir el dictamen (…)”. (Se subraya el texto demandado)




I. Cargos del accionante
El texto demandado vulnera los artículos 13, 29, 228 y 229 de la Constitución Política.
En primer lugar, el artículo 234 acusado vulnera el artículo 228 de la Constitución Política, pues al no establecer el Código General del Proceso que los dictámenes periciales de las entidades públicas y las dependencias oficiales deben ser obligatorios, la ley procesal está desconociendo que la administración de justicia es función pública, y que los funcionarios estatales se encuentran obligados a ponerse al servicio de los particulares y del esclarecimiento de la verdad en los procesos judiciales.
En segundo lugar, las normas demandadas vulneran el artículo 229 de la Constitución en la medida en que, establecer como barrera para presentar la demanda que el particular deba contratar y costear por sus propios medios un dictamen pericial de una entidad especializada o de un experto, pues el juez ya no está obligado a decretar la práctica de dictámenes periciales al interior del proceso, se constituye en una restricción desproporcionada al ejercicio del derecho fundamental de acceso efectivo a la administración de justicia. A diferencia de las normas acusadas, el anterior Código de Procedimiento Civil sí establecía la posibilidad de que el juez decretara la práctica de un dictamen y nombrara a un experto para su elaboración, por lo que este cambio legislativo puede definirse como una medida regresiva para la garantía de este derecho fundamental, y por lo tanto, resulta inconstitucional.
De otro lado, las normas acusadas transgreden el artículo 29 de nuestra Carta Política, que consagra el núcleo esencial del derecho de defensa y al debido proceso de las partes dentro de un procedimiento judicial. El derecho de defensa en materia probatoria implica, entre otras cosas, la posibilidad de allegar o presentar las pruebas que se quieren hacer valer para fundamentar los argumentos y la postura fáctica que se tiene del caso. En este sentido, los artículos 228 y 234 del Código General del Proceso permiten que, aunque una prueba pericial que es allegada o solicitada en la demanda resulta ser pertinente y conducente, el juez discrecionalmente e incluso arbitrariamente decida no decretarla, sin que esté obligado a motivar dicha decisión. Esta circunstancia vulnera entonces el derecho de contradicción y defensa de los particulares.
Y, finalmente, los artículos 228 y 234 del Código General del Proceso violan el derecho a la igualdad consignado en el artículo 13 de la Constitución, desde dos puntos de vista: i). En relación con la forma como se decreta el peritaje en la jurisdicción civil y como se decreta en la jurisdicción contencioso administrativa, y ii). En relación con la posición de las partes dentro del proceso civil.
Desde la primera perspectiva, las normas demandadas vulneran el derecho a la igualdad en la medida en que, aunque la prueba pericial persigue el mismo fin de aportar conocimiento técnico, científico o artístico en el proceso civil y en el administrativo, el proceso civil prevé un régimen único en materia de prueba pericial donde la misma debe aportarse por las partes en las oportunidades probatorias pertinentes pero el juez no está obligado a decretarla aun cuando sea conducente y pertinente para el caso concreto; y por el contrario, el proceso contencioso administrativo establece un régimen mixto donde es posible allegar la prueba o pedirle al juez que la decrete dentro del proceso y designe a un perito de una lista de auxiliares de justicia. 
En este sentido, puede suceder, y sin ninguna justificación constitucional, que una entidad estatal deba demandar en la jurisdicción ordinaria y para ello deba costear la práctica de un dictamen pericial, mientras que si funge como demandante dentro de la jurisdicción contencioso administrativa sí podrá solicitar el decreto de la prueba pericial dentro del proceso.
Y, por otra parte, las normas acusadas vulneran el derecho a la igualdad de las partes al interior del proceso civil, pues la parte demandante, para formular las respectivas pretensiones deberá costear un dictamen pericial para poder reclamar el respectivo derecho, poniéndolo de entrada en una posición de desventaja económica en relación con su contraparte.
II. Actuación
[bookmark: _GoBack]La demanda se archivó el 17 de octubre de 2017 por falta de subsanación dentro del término legal.


